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               SALA CIVIL FAMILIA

                                   PEREIRA – RISARALDA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación. 
Providencia:
SENTENCIA - 2ª Instancia - 16 de diciembre de 2016

Radicación Nro. :
  
66001-31-03-005-2012-00242-01
Demandante:

NIDIA ARANGO OCAMPO
Demandado(s):
      
DIEGO FERNANDO CADAVID MONTOYA Y SEGUROS GENERALES SURAMERICANA S.A.
Proceso:                
Ordinario – Confirma la decisión del a quo que negó las pretensiones

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas:


RESPONSABILIDAD CIVIL EXTRACONTRACTUAL / ACCIDENTE DE TRÁNSITO / ACTIVIDAD PELIGROSA / NO SE DEMOSTRÓ LA CONDUCTA CULPOSA DEL DEMANDADO / ROMPIMIENTO DEL NEXO CAUSAL ENTRE EL HECHO Y EL DAÑO. “[L]a conducción de vehículos automotores entraña una actividad de las denominadas peligrosas, que tradicionalmente se ha enmarcado en aquellas en las que la culpa se presume, por señalarlo así el artículo 2356 del C. Civil; y aunque sea concurrente con otra, tal presunción no se aniquila por sí misma, con lo cual al demandado le incumbe, para liberarse de toda responsabilidad, demostrar que hubo un hecho exonerante (fuerza mayor, caso fortuito, el hecho de un tercero o de la víctima) o, que su actividad no tuvo ninguna injerencia el en resultado final del suceso, o la tuvo en menor proporción que su contraparte y por ello debe disminuirse la graduación. (…) [Del] informe, surge diáfano que sobre la vía existía un obstáculo: las ramas que colgaban de un árbol, y que dificultaban el tránsito normal. (…) [L]a presencia de unos arbustos en la vía que, ya se dijo, está plenamente documentada, que impedía la circulación libre del vehículo de la demandante y ello, como lo relataron al unísono, impidió que el conductor del mismo lo maniobrara adecuadamente, si a ello se suma que había llovido, la vía estaba mojada y sin iluminación. (…) [E]l análisis de juzgado luce acertado en la medida en que enfrentadas las dos actividades peligrosas, con igual potencialidad de daño (una camioneta y un campero) y ambas en movimiento, se descarta una conducta culposa en el conductor del vehículo del propiedad del demandado que pudiera haber tenido una injerencia directa en el acontecimiento. Por el contrario, la funcionaria se quedó corta en el análisis de la prueba, que indica que sí hubo el obstáculo sobre la vía, al que se hace mención en la respuesta a la demanda y a la que aludieron con claridad los testigos, que propició, junto al estado de la vía, que la camioneta conducida por Fabián Alexánder Guzmán invadiera el carril contrario, ocasionando el accidente que originó el reclamo. Es decir, que para el caso concreto, se rompió todo nexo causal entre el hecho y el daño que recibió la demandante, pues todo indica que hubo una culpa determinante de quien estaba al volante del vehículo de su propiedad. Tal ruptura, conducía a la exoneración de responsabilidad y, consecuentemente, a que se negaran las pretensiones, por lo cual, el fallo será prohijado.”. 

 Citación jurisprudencial: CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, SCC, Sentencia del 24 de agosto de 2009, Rad. 11001-3103-038-2001-01054-01 / Sentencia del 26 de agosto de 2010, Rad. 4700131030032005-00611-01 / Sentencia del 5 de mayo de 1999, Rad. 4978 / Sentencia del 18 de diciembre de 2012, Rad. 76001-31-03-009-2006-00094-01 / Sentencia SC5885-2016del 6 de mayo de 2016, Rad. 54001-31-03-004-2004-00032-01 / Sentencia del 31 de julio de 2014, Rad. 05686 31 89 001 2006 00311 01.
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA, Sala Civil-Familia, Sentencia del 5 de marzo de 2013, Rad. 66170-31-03-001-2007-00074-01.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                           SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre dieciséis de dos mil dieciséis
Expediente 66001-31-03-005-2012-00242-01
Acta Nro. 594 de diciembre 16 de 2016
Se decide el recurso de apelación interpuesto por la  parte demandante contra la sentencia dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 23 de septiembre de 2014, en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Nidia Arango Ocampo le promovió a Diego Fernando Cadavid Montoya y Seguros Generales Suramericana S.A. 
ANTECEDENTES  

  



Pidió la demandante que tras declarar responsables solidariamente a Diego Fernando Cadavid Montoya y a Seguros Generales Suramericana S.A., por los daños que le ocasionaron con el accidente ocurrido el 30 de marzo de 2011, se les condenara a pagar los perjuicios materiales (lucro cesante, daño emergente, reparación de su vehículo, depreciación del automotor) que cuantificó, debidamente indexados y con intereses moratorios, junto con las costas del proceso. 

  



Soportó las pretensiones en que el 30 de marzo de 2011, a las 22:40 horas, en la avenida La Romelia-El Pollo, entre el sector de Curtimbres y el Parque Industrial en Pereira, Esteban Cadavid Bedoya, quien conducía el vehículo de placas PFQ-088, de propiedad de Diego Fernando Cadavid Montoya, invadió el carril contrario y colisionó contra el automotor de su propiedad, de placas ZRM-517; en el hecho resultaron heridos Carlos Alberto Botero López, Esteban Cadavid Bedoya y Diana Paola Morales Torres. Agregó que en el informe de tránsito se plantea como hipótesis la invasión del carril; la vía para el momento estaba oscura, pero tenía señalización que indicaba la doble línea amarilla en el centro, es decir, que era prohibido cruzarla. 
   



Adujo que con el accidente sufrió graves daños en su patrimonio, pues el vehículo quedó completamente destruido en su parte delantera sin que hubiera sido posible su reparación por el alto costo, que ascendía aproximadamente a $35’000.000,oo; adicionalmente, tenía suscrito un contrato de arrendamiento con el señor Carlos Alberto López Botero, por la suma de $3’000.000,oo mensuales, que no pudo cumplirse; tuvo que asumir los gastos del parqueadero por el tiempo de inmovilización y de la grúa que lo movilizó; igualmente los que derivaron de la inspección judicial; adicionalmente, el vehículo sufrió una notable depreciación. 

  



Señaló también que la responsabilidad de Diego Fernando Cadavid Montoya es indirecta, en la medida en que es el propietario del vehículo que causó el daño; y la de Seguros Generales Suramericana S.A. surge del contrato de seguro de automóviles No. 5626976 que tenía suscrito con aquel. 
  



Se admitió la demanda el 8 de agosto de 2012; oportunamente contestaron los demandados. Diego Fernando Cadavid Montoya, por medio de asesor judicial, se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones que denominó culpa exclusiva del conductor de la camioneta causante de la colisión, cobro de lo no debido y “la genérica”. Las hizo consistir en que el accidente se produjo por la imprudencia del conductor del vehículo de placas ZRM-517, quien no previó los resultados de cualquier suceso anómalo al conducir a gran velocidad, a altas horas de la noche, en una vía mojada. Por tanto, nada debe pagar. 
  



La aseguradora, por su lado, se pronunció en forma similar, pero agregó las excepciones que llamó caso fortuito, indebida, exagerada e infundada tasación de perjuicios, compensación de culpas, neumatización de presunciones y aplicación del régimen subjetivo de responsabilidad, inexistencia de culpa, e inexistencia de la obligación de indemnizar. 

 



Después de que la demandante se pronunció sobre las excepciones, se practicó la audiencia de que trata el artículo 101 del C.P.C., en la cual se interrogó a las partes; posteriormente, se decretaron y practicaron las pruebas y se corrió traslado para alegar, derecho ejercido por todos los litigantes. A continuación el Juzgado dictó sentencia en la que negó las pretensiones. 

   



Para ello, tuvo en cuenta que ante la concurrencia del ejercicio de actividades peligrosas, la presunción de culpa no se aniquila, sino que queda en cabeza de ambas partes y quien quiera ser liberado de responsabilidad debe hacerlo demostrando el rompimiento del nexo causal por una culpa exclusiva de la víctima, el hecho de un tercero, la fuerza mayor o el caso fortuito. Para el caso, dijo, la prueba acredita que el accidente ocurrió, porque el vehículo de propiedad de la demandante invadió el carril por donde se desplazaba el del demandado, propiciado porque había llovido con intensidad, la vía estaba mojada y sobre su calzada se hallaban unos palos o ramas que lo sacaron de su ruta. 
  



Apeló la demandante e hizo descansar el disenso en que la funcionaria de primer grado se apoyó en testimonios sospechosos, pues uno de los deponentes es hijo del demandado y el otro su empleado; además, se tachó el informe de tránsito, pero nada se hizo por demostrar la falsedad; de otro lado, dicho informe, junto con el testimonio de Fabián Alexánder Guzmán Reinoso, son determinantes para establecer la responsabilidad del conductor del vehículo de propiedad del señor Diego Fernando Cadavid Montoya y, por contera, la de la aseguradora. 
  



Intervino en esta sede el apoderado judicial de la aseguradora para ratificar su posición frente al accidente y las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se produjo, de acuerdo con las pruebas recaudadas.  
CONSIDERACIONES

1.
Ningún reparo hay sobre la concurrencia de los presupuestos para la adecuada conformación del proceso. Tampoco sobre la legitimación en la causa por activa y pasiva, si bien se busca el resarcimiento de unos perjuicios derivados del accidente ocurrido entre los vehículos de placas ZRM-517, de propiedad de Nidia Arango Ocampo (f. 39, 40), y PFQ-088, cuyo titular es Diego Fernando Cadavid Montoya (f. 37), quien, además, no ha discutido que fuera el guardián del mismo para la fecha del suceso. De otro lado, Cadavid Montoya y Seguros Generales Suramericana de Seguros S.A. en sus intervenciones admitieron expresamente la existencia del contrato de seguro que los vincula, contenido en la póliza 5626976-9, que en copia aportaron, mediante el cual se cubrieron los daños provenientes, entre otras causas, de la responsabilidad civil extracontractual, respecto del último automotor mencionado. 

2.
Debe resolver la Sala si acertó la funcionaria de primer grado al negar las pretensiones de la demanda por el rompimiento del nexo causal; o si, como aduce la recurrente, las pruebas recaudadas conducen a establecer que la incidencia directa en el accidente la tuvo el conductor del vehículo de propiedad del demandado. 

3.
Del contenido de la sustentación del recurso, queda claro que no se pone en entredicho el análisis del juzgado sobre los elementos de la responsabilidad civil y la situación que se presenta cuando se trata del ejercicio de actividades peligrosas y, más allá, cuando ellas son concurrentes, como en este caso. Sin embargo, cabe recalcar que la Corte Suprema de Justicia ha ratificado su criterio, aceptado por esta Sala, acerca de que en una responsabilidad de este tipo, es decir, la que deriva del ejercicio de una actividad peligrosa, como la conducción de automotores, está comprometido el artículo 2356 del C. Civil, en virtud del cual, la culpa se presume y el agente solo puede liberarse de ella en cuanto demuestre una causal eximente, como la fuerza mayor o el caso fortuito, o un hecho de la víctima, o la culpa exclusiva de una tercero. Ahora, si en el hecho concurren sendas actividades peligrosas, la cuestión debe mirarse en perspectiva del mismo artículo, pero atendiendo la injerencia que cada una de ellas hubiese tenido en el suceso, a su mayor o menor potencialidad, a la actividad desplegada por cada uno de los conductores, por ejemplo, para, en su caso, imputar el hecho dañoso a uno de los dos, que deberá cargar con la responsabilidad, o bien, graduar la responsabilidad por haber concurrido ambos en el suceso con una conducta culposa adicional. Esto, además, porque se descarta la responsabilidad meramente objetiva, y sin perjuicio, también, de que el demandante pruebe, en los términos del artículo 2341 del estatuto civil, la culpa del agente del daño. 
Esta misma Sala, en otras ocasiones se ha referido a estas circunstancias en estos términos
: 

  


Ya en lo que toca con la responsabilidad civil, se recordará que últimamente se ha discutido si la responsabilidad que proviene de la ejecución de una actividad peligrosa, como la conducción de vehículos automotores, es meramente objetiva, como se planteó en una sentencia de agosto de 2009
, o si allí va envuelta una presunción de culpa, como lo reiteró la jurisprudencia al poco tiempo, cuando expuso que: 
“…Igualmente debe precisarse, que la sentencia de casación de 24 de agosto de 2009, expediente 01054-01, contiene una rectificación doctrinaria, tal como aparece en su motivación y la parte resolutiva, circunscrita exclusivamente al punto relativo al tratamiento jurídico equivocado que le dio el Tribunal al aspecto atinente a la “concurrencia de culpas” en el ejercicio de actividades peligrosas, mas no frente a la doctrina tradicional de la Sala referente a que éstas se examinan bajo la perspectiva de una responsabilidad “subjetiva” y no “objetiva”.

La Corporación de modo reiterado tiene adoptado como criterio hermenéutico el de encuadrar el ejercicio de las actividades peligrosas bajo el alero de la llamada presunción de culpabilidad en cabeza de su ejecutor o del que legalmente es su titular, en condición de guardián jurídico de la cosa, escenario en el que se protege a la víctima relevándola de demostrar quién tuvo la responsabilidad en el hecho causante del daño padecido cuyo resarcimiento reclama por la vía judicial, circunstancia que se explica de la situación que se desprende de la carga que la sociedad le impone a la persona que se beneficia o se lucra de ella y no por el riesgo que se crea con su empleo. El ofendido únicamente tiene el deber de acreditar la configuración o existencia del daño y la relación de causalidad entre éste y la conducta del autor, pudiéndose exonerar solamente con la demostración de la ocurrencia de caso fortuito o fuerza mayor, culpa exclusiva de la víctima o la intervención de un tercero.

Este estudio y análisis ha sido invariable desde hace muchos años y no existe en el momento actual razón alguna para cambiarlo, y en su lugar acoger la tesis de la responsabilidad objetiva, porque la presunción de culpa que ampara a los perjudicados con el ejercicio de actividades peligrosas frente a sus victimarios les permite asumir la confrontación y el litigio de manera francamente ventajosa, esto es, en el entendido que facilita, con criterios de justicia y equidad, reclamar la indemnización a la que tiene derecho.

La interpretación judicial de la Sala que se ha consignado en innúmeros fallos de la Corte, emana del texto mismo del artículo 2356 del Código Civil cuando dispone que “por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe ser reparado por ésta”, lo que significa sin lugar a dudas que los calificativos de la conducta del actor enmarcan dentro del sentido más amplio de lo que debe entenderse por el accionar culposo de una determinada persona en su vida social y en las relaciones con sus semejantes cuando excediendo sus derechos y prerrogativas en el uso de sus bienes o las fuerzas de la naturaleza causa menoscabo en otras personas o en el patrimonio de éstas.

Lo anterior es demostrativo, se reitera, de que no es el mero daño que se produce ni el riesgo que se origina por el despliegue de una conducta calificada como actividad peligrosa la que es fuente de la responsabilidad civil extracontractual de indemnizar a quien resulta perjudicado, sino que es la presunción rotunda de haber obrado, en el ejercicio de un comportamiento de dichas características con malicia, negligencia, desatención incuria, esto es, con la imprevisión que comporta de por sí la culpa.

En adición, no debe pasarse por alto que desde un principio el artículo 2341 del Código Civil se encarga de iniciar el estudio del tema a partir del Título XXXIV del Código Civil, bajo la denominación de “responsabilidad común por los delitos y las culpas”, o sea, la que tiene como su fuente el dolo o las diversas clases de “culpas”, desarrollo con el que destaca como elemento esencial el postulado de la culpabilidad, situación que como es natural acepta salvedades que se construyen cuando se presentan hechos diferentes a los que normalmente tienen ocurrencia, como serían la fuerza mayor, el caso fortuito, el hecho de un tercero o la culpa exclusiva de la víctima.

Además, no es posible dejar de destacar que es la propia normatividad prevista en el Código Civil, respaldada por la jurisprudencia de esta Corporación, la que gobierna la materia examinada y a la que forzosamente ha de aplicarse el brocardico latino “lex non omiti incaute, sed quia dictum noluit”, es decir, no es, que la ley haya omitido regular el punto sino que no fue su voluntad que fuera dicho, de donde se concluye que si la intención del legislador hubiera estado encaminada a dejar por fuera el elemento culpa de la responsabilidad extracontractual por el ejercicio de actividades peligrosas, sin duda alguna y muy seguramente habría efectuado tales precisiones conceptuales explícitas en el texto del ya referido artículo 2356 ibídem.

En suma, no se puede desconocer el postulado propio de la culpa que se halla ínsito en la norma ya citada que es clara, inequívoca y contundente en determinar que la indemnización o el reconocimiento del monto de los daños padecidos tiene como causa el ejercicio de una actividad peligrosa como la de conducción de energía eléctrica, sin incurrir en desconocimiento de la voluntad expresa de la ley.” 
. 

  


Con todo, partiendo de la base de que esta Sala se ha inclinado siempre por esta última posición, esto es, que en el despliegue de una actividad peligrosa existe una presunción de culpa que releva a la víctima de su demostración, frente a una u otra tesis lo que sí está claro es que cuando dichas actividades son concurrentes la presunción que establece el artículo 2356 del Código Civil tiende a desvanecerse, porque si bien no se puede hablar de una aniquilación de la misma de manera automática, su estructuración depende de la confrontación que se haga de la peligrosidad de ambas actividades o de la incidencia de cada una de ellas en el suceso, e incluso de la potencialidad de daño de una frente a la otra, tal como fue reiterado en esa novedosa doctrina del año 2009. 

  


Bueno resulta memorar lo que de tiempo atrás tiene dicho la jurisprudencia sobre ese particular:

 


“…por supuesto que cuando un daño se produce por la concurrencia de sendas actividades peligrosas (la de la víctima y la del agente), en lugar de colegir maquinalmente la aniquilación de la presunción de culpa que favorece al damnificado, el juez deberá establecer si realmente a ella hay lugar en ese caso concreto, juicio para cuya elaboración deberá tomar en consideración la peligrosidad de ambas, la incidencia de cada una en el percance o la virtualidad dañina de la una frente a la otra. Más exactamente, la aniquilación de la presunción de culpas por concurrencia de actividades peligrosas en la generación de un daño, presupone que el juez advierta, previamente, que en las específicas circunstancias en las que se produjo el accidente, existía cierta equivalencia en la potencialidad dañina de ambas, pues de no darse esa correspondencia, gravitará siempre en favor de la víctima la presunción de que el demandado fue el responsable del perjuicio cuya reparación demanda.” 

  


En todo caso, nada impide, no obstante la convergencia de las dos actividades peligrosas en la producción del daño, que el actor, siguiendo las reglas generales trazadas por el artículo 2341 del Código Civil, demuestre la culpa del demandado…” 

  


De frente a esta orientación, que es la que en parte desarrolla también la doctrina
, para no incurrir en la destrucción automática de la presunción de que trata el artículo 2356 del Código Civil, son varias las hipótesis que se plantean: (i) que en la concurrencia de actividades peligrosas no exista culpa adicional de ninguno de los actores, caso en el cual, debe entenderse que el daño fue causado por la peligrosidad de las dos, abriéndose paso la reducción de la indemnización; (ii) que en uno de los dos actores se detecte una culpa adicional, evento en el que le corresponde a éste asumir la indemnización en su totalidad sin que haya lugar a la reducción; y (iii) que en ambos agentes se demuestre una culpa adicional, situación en la que enfrentados a un proceso, si ella es del demandante debe asumir la totalidad de la indemnización, pero si es del demandado, aquél deberá ser absuelto.

  
Todo esto, claro, bajo el entendido de que siempre el demandado, aunque haya concurrencia de actividades peligrosas, pueda demostrar que respecto de la que el desplegaba se dio una de las eximentes señaladas, esto es, una fuerza mayor, un caso fortuito, el hecho de un tercero o la culpa exclusiva de la víctima. 

Reiteró luego la Corte que
: 

No existe ninguna duda de que para efectos de establecer la graduación de la responsabilidad de cada una de las actividades concurrentes en la producción del daño, resulta necesario verificar “de modo objetivo” la incidencia de esas acciones en el flujo causal desencadenante del perjuicio; mas ello no es suficiente porque para llegar a esa solución es preciso indagar como paso antelado, en cada caso concreto, quién es el responsable de la actividad peligrosa, y ello solo es posible en el terreno de la culpabilidad.

Es claro, entonces, que la sentencia que se viene comentando sólo hizo alusión a la cuantificación del impacto del hecho en la producción del daño atendiendo a su grado de injerencia en el nexo causal, con la finalidad de determinar si la valoración del perjuicio está sujeta a reducción; lo que no significa, de ninguna manera, que a esta última fase de la imputación de responsabilidad pueda llegarse con prescindencia del factor de atribución de culpa, entre otras razones, porque el artículo 2357 del Código Civil exige la configuración del elemento subjetivo cuando dispone que “la apreciación del daño está sujeta a reducción, si el que lo ha sufrido se expuso a él imprudentemente”. (Se resalta)

En suma, no existe ninguna razón para considerar que esta Corte haya variado su criterio frente a la exigencia del factor subjetivo como condición de posibilidad para endilgar responsabilidad patrimonial por el ejercicio de actividades peligrosas, pues la presunción de culpa contenida en la norma no sólo tiene profundas raíces en nuestra tradición jurídica y filosófica sino que, además, responde a un esquema lógico argumentativo perfectamente coherente dentro del sistema de derecho civil.”.
Y más recientemente señaló
 que: 
Tratándose de accidente de tránsito producido por la colisión de dos automotores, cuando concurren a la realización del daño, la jurisprudencia ha postulado que estando ambos en movimiento, estarían mediados bajo la órbita de la presunción de culpas. No obstante, en el caso presente quedó claramente demostrado el real efecto nocivo de la actividad peligrosa desarrollada por el conductor del taxi, al punto que resultó determinante en la ocurrencia del accidente, quedando al margen de toda prueba la incidencia de la actividad desarrollada por la conductora de la motocicleta; esto es, su conducta en la ejecución del daño resultó intrascendente, relevando de esta forma a la Corte de efectuar cualquier análisis respecto de su comportamiento.

La concurrencia de las dos actividades peligrosas en la producción del hecho dañoso y el perjuicio, en nada obsta para que la parte demandante, acudiendo a las reglas generales previstas en el artículo 2341 del Código Civil, pruebe la culpa del demandado, como aquí ocurrió.  

  


4. 
Lo anterior se recuerda, porque de los elementos de la responsabilidad civil, en este caso el hecho y el daño están suficientemente demostrados, en cuanto es indiscutible que el día 30 de marzo de 2011, en la vía La Romelia-El Pollo (entre Dosquebradas y Pereira) colisionaron los vehículos de placas ZRM-517 y PFQ-088; así fue admitido por ambas partes y, además, se refleja en los documentos que se allegaron con la demanda y su contestación, en particular el informe policial de accidentes de tránsito que ambas aportaron (f. 34 a 36, f. 105 a 110), además de que fue enviado en copia auténtica por la Fiscalía General de la Nación (f. 4 a 7, c. 5); también las fotografías, que no fueron redargüidas (f. 45 a 48, c. 1), y que muestran el estado en que quedó el vehículo de la demandante, condensado en la descripción que en el mismo informe se realizó (f. 36, c. 1); y si ello no bastara, del dictamen rendido (f. 111 a 120, c. 5), también se deduce el daño.

  


5.
De manera que lo que queda por definir es la relación de causalidad entre el hecho y el daño.  
  


Ya se avanzó en el sentido de que la conducción de vehículos automotores entraña una actividad de las denominadas peligrosas, que tradicionalmente se ha enmarcado en aquellas en las que la culpa se presume, por señalarlo así el artículo 2356 del C. Civil; y aunque sea concurrente con otra, tal presunción no se aniquila por sí misma, con lo cual al demandado le incumbe, para liberarse de toda responsabilidad, demostrar que hubo un hecho exonerante (fuerza mayor, caso fortuito, el hecho de un tercero o de la víctima) o, que su actividad no tuvo ninguna injerencia el en resultado final del suceso, o la tuvo en menor proporción que su contraparte y por ello debe disminuirse la graduación. 

  


6.
Con todo esto, veamos lo que está probado.

a. El aludido informe policial de accidente de tránsito  904500, muestra la posición en que quedaron los vehículos después del impacto y señala una hipótesis “V#1 codigo 104”, que corresponde al adelantamiento invadiendo carril en sentido contrario, según puede leerse en el anexo 4 de la Resolución 6020 del Ministerio de Transporte, consultable en su página web.  

 



b.
Tal hipótesis carece de fundamentación en ese documento. Sin embargo, el reporte de iniciación FPJ-1 (f. 14, c. 5), dio origen a la actividad de policía judicial, y en el informe ejecutivo FPJ-3 (f. 15 a 18, c. 5), se hizo por parte del servidor Jorge Enrique Rentería (quien levantó el informe policial del accidente), una narración de los hechos en la que explicó, entre otras cosas, que se trató de un evento de tránsito entre un campero que se dirigía de oriente a occidente y una camioneta que se dirigía de occidente a oriente, y señaló que “…la vía tiene muy poca visibilida (sic) por decir cero, estas fotos no se ven bien, pero es de anotar que como el choque fue tan violento en la vía quedaron muchos escombros tanto de los vehículos como los de un árbol que colgaban varias rama (sic) de este sobre la via (sic), ya que con la lluvia, la oscuridad del sector y estas ramas imposibilitaban el transitar normal por este sector, pero es de anotar que el punto de impacto de estos vehículos, el vehículo # 1 queda sobre el carril en sentido contrario, por eso deduzco esa posible hipótesis…”. 
  



De este informe, surge diáfano que sobre la vía existía un obstáculo: las ramas que colgaban de un árbol, y que dificultaban el tránsito normal. 

   



La cuestión es que el Juzgado dio por sentado que ningún mérito podía tener para el caso, porque “la declaración” rendida por el agente de tránsito no fue ratificada. La Sala, contrario a ello, estima que sí se debe valorar, porque se trata de un informe ejecutivo, es decir, de un documento que sirvió de base para iniciar la investigación penal, rendido por el mismo agente que realizó el informe policial del accidente de tránsito. Y puede ser tenido en cuenta, por la específica razón de que su aducción al proceso provino, precisamente, de la petición expresa que hizo la parte demandante en el acápite de pruebas (f. 28); es decir, que fue por su propia iniciativa que se arrimó y, por consiguiente, la contradicción que echa de menos el juzgado se tornaba innecesaria, pues para ella se satisfacía con la solicitud de la copia, en tanto que el demandado fue vinculado al asunto penal. 

   



En época reciente dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia que:   
Finalmente la Sala hace notar, por ser ese su deber, una deficiencia conceptual, que debe ser aclarada, así: 

El Tribunal valoró en toda su dimensión la prueba trasladada del proceso penal que cursa por el mismo accidente automotor que aquí se estudia, sin observar la existencia de una falta formal en el trámite de la misma, por cuanto no se hicieron las anotaciones y requerimientos que  exige el artículo 185 del estatuto procesal civil para su adecuada incorporación; no obstante ello, es evidente que al ser utilizado ese medio documental como soporte de sus argumentaciones tanto por la parte demandante como por la demandada, a pesar de esa falencia, releva a la Corte de restarles el valor probatorio correspondiente;  lo anterior a más que no fue atacado ese error por vía del recurso extraordinario. 

Las formas procesales son establecidas en nuestra legislación para proteger a las partes el debido proceso a través del derecho de defensa y de contradicción; tiene como fundamento otorgar la certeza de que cada medio probatorio reúne las condiciones para su adecuada valoración, pues está adornado de la fuerza requerida para asumirlo como instrumento de búsqueda de la verdad y otorgamiento de la justicia. Empero, si las partes aceptan la presencia de una prueba que adolece de alguna de esas ritualidades y la utilizan sin reato, no es el funcionario judicial el llamado a eliminarla del acervo, pues se presumen cumplidos, para ellas, en el ambiente del específico litigio, los derechos fundamentales aludidos y protegidos por la Carta superior, salvo lógicamente que se trate de solemnidades que en rezago del principio de tarifa legal, necesiten obligatoriamente el cumplimiento de una determinada exigencia.

  



c.
Solo se recibieron los testimonios pedidos por la parte demandada y los que de oficio estimó pertinentes el Juzgado, pues en ese campo hubo total pasividad de la demandante. La síntesis de lo que ellos dijeron no va más allá de lo que se señala en la sentencia de primer grado, por lo cual es innecesario volver sobre la misma. El punto es que el recurso viene cimentado en que las versiones de Juan Gustavo Adolfo Gutiérrez Botero y Esteban Cadavid Bedoya, son sospechosas, amén de contradictorias. Lo primero, por el vínculo con el demandado (uno le servía de escolta en los viajes, y el otro es su hijo); y lo segundo, porque aquel dijo que los vehículos quedaron como lo refleja el informe de policía, mientras que este insistió en que se alteró la realidad.  De otro lado, protesta, porque la funcionaria descartó el testimonio de Fabián Alexánder Guzmán Reinosa, ya que sus dichos no fueron confirmados por otras pruebas, sin tener en cuenta que su apoyo estaba en aquel informe de policía. 
  


A decir verdad, inadvierte la Sala el dislate que se le achaca a la funcionaria. Por una parte, aunque es cierto que los primeros testimonios deben valorarse con cierta reserva, dado el vínculo que tienen los deponentes con el demandado, es lo cierto que sus versiones fueron coherentes, se trataba de los ocupantes de uno de los vehículos involucrados en el suceso, únicos conocedores del mismo junto con el otro conductor. Y no es que por ello, así nada más, se les deba creer, sino porque en lo esencial del asunto estuvieron de acuerdo, esto es, en la presencia de unos arbustos en la vía que, ya se dijo, está plenamente documentada, que impedía la circulación libre del vehículo de la demandante y ello, como lo relataron al unísono, impidió que el conductor del mismo lo maniobrara adecuadamente, si a ello se suma que había llovido, la vía estaba mojada y sin iluminación. 
Y en cuanto a la posición final de los automotores según el informe policial, el primer declarante la aprobó, a la vez que el segundo dijo que carece de veracidad; sin embargo, se observa en el documento, que el vehículo No. 1, apenas quedó rozando la línea divisoria de las dos calzadas, lo que indica, a falta de otros elementos de convicción, que fue desplazado de su posición normal, sobre la vía que le correspondía, por el impacto. En todo caso, este informe no es revelador de la hipótesis que allí se consigna, es decir, que fue el conductor del vehículo de propiedad del demandado el que invadió el carril contrario.  

Por esta misma evidencia escrita, consignada por una autoridad en ejercicio de sus funciones, es que, adicionalmente a lo dicho en primera instancia, no puede acogerse la versión, ella sí aislada, del señor Fabián Alexánder Guzmán, en quien, sea pertinente decirlo, también convergería la sospecha que se quiere descargar en los testigos aportados por el demandado, si bien era el conductor de quienes venían ocupando el automotor y resultaron lesionados. 
Ahora bien, los demás testigos, ninguna explicación brindaron sobre el suceso, bien porque no estuvieron allí presentes, ya porque al momento del impacto estaban dormidos. 
7.
Puestas de esta manera las cosas, el análisis de juzgado luce acertado en la medida en que enfrentadas las dos actividades peligrosas, con igual potencialidad de daño (una camioneta y un campero) y ambas en movimiento, se descarta una conducta culposa en el conductor del vehículo del propiedad del demandado que pudiera haber tenido una injerencia directa en el acontecimiento. Por el contrario, la funcionaria se quedó corta en el análisis de la prueba, que indica que sí hubo el obstáculo sobre la vía, al que se hace mención en la respuesta a la demanda y a la que aludieron con claridad los testigos, que propició, junto al estado de la vía, que la camioneta conducida por Fabián Alexánder Guzmán invadiera el carril contrario, ocasionando el accidente que originó el reclamo. 
Es decir, que para el caso concreto, se rompió todo nexo causal entre el hecho y el daño que recibió la demandante, pues todo indica que hubo una culpa determinante de quien estaba al volante del vehículo de su propiedad. Tal ruptura, conducía a la exoneración de responsabilidad y, consecuentemente, a que se negaran las pretensiones, por lo cual, el fallo será prohijado. 
En esta sede, las costas serán a cargo de la recurrente y a favor del demandado. Ellas se liquidarán ante el Juzgado de primera instancia, en la forma prevista en el nuevo estatuto procesal civil, esto es, el artículo 366 del CGP, en atención a que el tránsito de este proceso a esa normativa debe darse desde la notificación del presente proveído. 
DECISIÓN

En consonancia con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Quinto Civil del Circuito de Pereira, el 23 de septiembre de 2014, en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que Nidia Arango Ocampo le promovió a Diego Fernando Cadavid Montoya y Seguros Generales Suramericana S.A. 
  



Costas de segundo grado a cargo de la demandante y a favor del demandado, que se liquidarán en la forma establecida en el artículo 366 del CGP, de manera concentrada, ante el juez de primera instancia.
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 
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